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IMPROCEDENCIA
ALC SM-2023-019 D

Alcaldía Municipal de San Miguel, Unidad de Acceso a la Información Pública/OIR: En la ciudad de San Miguel, a las catorce horas del día ocho de mayo del año dos mil veintitrés. 

Con vista de la solicitud de acceso a la información ingresada a través del correo electrónico oir@sanmiguel.gob.sv , a la cual se le asigno el correlativo ALC SM-2023-019 D, recibida el día 05 de mayo del presente año, en la cual requiere:
*El salario exacto reflejado en dólares estadounidenses desde su contratación hasta la actualidad de los siguientes futbolistas que juegan en la Liga Nacional de Fútbol del INDES:
Dicha información la solicito en una base de datos de Microsoft Excel. La base de datos debe de contener el nombre del jugador, edad, equipo, posición, nacionalidad, salario exacto, primas por gol, primas por objetivos y la cantidad de ocasiones en las que se le pagó al jugador. Estos últimos cuatro ítems reflejados en dólares estadounidenses.
Considerando:

I.-APLICACIÓN DE LA LEY DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA (LAIP).

Al respecto, se debe mencionar que el artículo 50 literales b), d), i) y j) de la Ley de Acceso a la Información Pública (LAIP), disponen que le corresponden al Oficial de Información realizar los trámites necesarios para la localización y entrega de la información solicitada por los particulares, así como resolver sobre las solicitudes de información y solicitud de datos personales que se sometan a su conocimiento. En consonancia, con la normativa legal antes citado, el art. 66 establece los presupuestos de admisibilidad que debe de cumplir el ciudadano al momento de requerir ante los Entes Obligados el cumplimiento de la entrega de la información de fondo y de forma. En ese sentido, a partir del deber de motivación establecido en el art. 65 y 72 de la LAIP, las decisiones de los entes obligados deberán entregarse por escrito a la persona solicitante, con mención breve pero suficiente de sus fundamentos.

Como consecuencia del principio de Legalidad enmarcado en los procedimientos administrativo previstos en los literales ya citados en el romano I inciso 1 de la presente Resolución, le corresponde al Oficial de Información recibir, dar trámite y resolver las solicitudes de acceso que dentro de sus competencias funcionales se sometan a su conocimiento. En tal perspectiva, como derivación del principio de máxima publicidad contemplado en la LAIP, se debe potenciar el acceso a la información pública cuando los particulares entablen sus pretensiones de conocimiento sobre los negocios públicos en cumplimiento de los requisitos de forma establecidos en la Ley.

Lo anterior implica que, en el procedimiento de acceso a la Información, las causales de inadmisión o de abstención en el trámite de las solicitudes realizadas por los particulares deben interpretarse con base a los parámetros establecidos en la LAIP y su normativa de aplicación supletoria.

II.COMPETENCIA E INDEPENDENCIA DEL ENTE OBLIGADO

De conformidad con el art. 7 de la Ley de Acceso a la Información Pública, son Entes Obligados a su cumplimiento, los órganos del Estado, sus dependencias, las instituciones autónomas, las municipalidades o cualquier otra entidad u organismo que administre recursos públicos, bienes del Estado o ejecute actos de la administración pública en general.

III.ANALISIS DE LA SOLICITUD

Con relación a la pretensión del ciudadano al solicitar información en relación a “
*El salario exacto reflejado en dólares estadounidenses desde su contratación hasta la actualidad de los siguientes futbolistas que juegan en la Liga Nacional de Fútbol del INDES:
*******
********
Dicha información la solicito en una base de datos de Microsoft Excel. La base de datos debe de contener el nombre del jugador, edad, equipo, posición, nacionalidad, salario exacto, primas por gol, primas por objetivos y la cantidad de ocasiones en las que se le pagó al jugador. Estos últimos cuatro ítems reflejados en dólares estadounidenses; del análisis realizado a las pretensiones del ciudadano peticionario se hace saber que existen una serie de pronunciamientos de la Sala de lo Contencioso Administrativo, como ente superior para conocer de los procedimientos Administrativos de su jurisdicción y competencia. Y por parte del el Instituto de Acceso a la Información Pública (IAIP) como rector de la materia; específicamente en la resolución bajo el número NUE-129-A-2020  de las nueve horas con dieciocho minutos del treinta de abril de dos mil veintiuno cita a dicha Sala mencionando: la Resolución REF21-20-RA​SCA emitida a las once horas con treinta minutos del dieciséis de noviembre de dos mil veinte donde se dijo lo siguiente " El carácter de servidor público de los empleados de la FGR no es motivo suficiente para excluir la protección de sus datos personales puesto que tal, que tal como se desarrollará en el siguiente apartado los empleados públicos a diferencia de los funcionarios no poseen una facultad decisoria ni directiva dentro de la Institución que justifique la divulgación pública de sus datos personales.
Esto no quiere decir que nunca se podrá acceder y entregar los datos personales de los empleados públicos; al contrario, según la misma LAIP, su divulgación es procedente con el consentimiento libre y expreso del titular, o bien sin el consentimiento del mismo, procede su entrega según lo prescrito en el art. 34 de la LAIP.
Aunado a lo anterior, con la finalidad de esclarecer el razonamiento citado, la referida Sala también abordó en la sentencia emitida a las once horas con cuarenta y nueve minutos del trece de marzo de dos mil veinte, en el proceso de apelación con referencia: 1-20-RA-SCA que expresa:

"En específico, sobre los funcionarios públicos la LAIP ha determinado que es información pública de divulgación oficiosa relativa al directorio y currículo de los funcionarios públicos incluyendo su correo electrónico institucional. Por tanto, en virtud del poder de decisión y su principal trascendencia en las actuaciones estatales, si se justifica que el derecho a la protección de datos personales frente al del interés público de conocer tal información".
" Sobre la base de tal premisa, el IAIP manifestó que la información relativa a los nombres y demás información concerniente a los empleados públicos aun y cuando sus labores de colaboración tienen una incidencia en el ejercicio de la función pública, las mismas siempre se encuentran supeditadas a la decisión final y exclusiva de los funcionarios, por lo que, dicha circunstancia no denota una razón suficiente para vulnerar el derecho a la protección de datos personales de los empleados públicos De ese modo, reiteró que dichos datos podrán ser conocidos por los particulares siempre y cuando exista consentimiento de los titulares de los datos -servidores públicos- o en los casos contemplados en el art. 34 de la LAIP.

En ese orden, con la intención de contar con claridad de lo resuelto por la Sala de lo Contencioso Administrativo, el Instituto solicito la aclaración sobre algunos puntos de la sentencia antes citada, específicamente sobre la interpretación de la referente a la publicidad de los nombres de los servidores públicos, indicando lo siguiente: "[...] Los nombres de los servidores públicos son datos personales y, por ende información confidencial. [...] La difusión entrega de información pública que guarde relación en el ejercicio de las funciones de los empleados públicos dentro de la institución, no implica que deben compartirse el nombre y otros datos personales de los referidos empleados ".
En ese sentido el Instituto de Acceso a la Información Publica (IAIP) retomó lo sostenido por la Honorable Sala de lo Contencioso Administrativo manifestando: (..)En consecuencia, este Instituto como ente garante del DAIP y del Derecho a la Protección de Datos Personales (DPD), pero sobre todo de la legalidad de sus actos sujetos a control jurisdiccional conforme a lo dispuesto en el art. 172 de la Constitución de la República -para el caso- a través de la jurisdicción contencioso administrativa -art. 2 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa-, considera oportuno adoptar la interpretación emitida por la referida Sala, pues resultaría contradictorio, antojadizo y arbitrario emitir fallos alejados de la interpretación de la máxima intérprete en materia administrativa. Por consiguiente, es procedente confirmar la resolución impugnada en esta sede, emitida por la oficial de información de la Presidencia de la República (...)".

Bajo ese contexto, esta Unidad de Acceso a la Información retoma lo dispuesto por la Sala de lo Contencioso Administrativo y por el IAIP, como entes rectores de este procedimiento, cada uno desde su materia aplicando los criterios derivados de su Jurisprudencia por ser de su competencia  y ámbito de aplicación En razón que, como ha señalado, lo datos personales podrán ser conocidos por los particulares siempre y cuando exista consentimiento expreso y libre de los titulares art. 33 LAIP o en los casos contemplados en el art. 34 de la LAIP ,donde literalmente establece: "Difusión sin consentimiento: Los entes obligados deberán proporcionar o divulgar datos personales, sin el consentimiento del titular, en los siguientes casos:

a) Cuando fuere necesario por razones estadísticas, científicas, o de interés general, siempre que no se identifique a la persona a quien se refieren.

b) Cuando se transmitan entre entes obligados, siempre y cuando los datos se destinen al ejercicio de sus facultades.

c) Cuando se trate de la investigación de delitos e infracciones

 administrativas, en cuyo caso seguirán los procedimientos previstos en las leyes pertinentes.

d) Cuando exista orden judicial.

e) Cuando contraten o recurran a terceros para la prestación de un servicio que demande el tratamiento de datos personales. Los terceros no podrán utilizar los datos personales con propósitos distintos a aquellos en los cuales se le hubieren proporcionado y tendrán las responsabilidades legales que genere su actuación.
En ese sentido se advierte también que la protección de datos personales obedece al derecho constitucional de la auto determinación informativa tiene por objeto preservar la información de las personas que se encuentra contenida en registros públicos o privados —especialmente la almacenada a través de medios informáticos----, sin que necesariamente se deba tratar de datos íntimos. (Sala de lo Constitucional 142-2012 Amparo) asimismo, para el caso que nos ocupa no es procedente tal difusión en vista que no concurren ninguna de las causas que justifican su conocimiento, tipificadas en el artículo relacionado en el inciso anterior.

 POR TANTO, de conformidad a todo lo relacionado anteriormente, el suscrito Oficial de Información RESUELVE:

a) Declárese IMPROCEDENTE la solicitud presentada por el ciudadano con fundamento en las razones de hecho y Derecho antes expuesta en la presente Resolución.

b) Quedan a salvo los derechos del ciudadano establecidos en la Ley de Acceso a la Información Pública.

c) Notifíquese en legal forma a la solicitante por el medio dejado para tal efecto.
Lic. Miguel Zelaya

Oficial de Información
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